
"Sobre el presente tfocúmenJp se elaborí'üns vi5i¥<5Íií^Íj'tó cíe conformidad ál MfiSiSlodeIFLey de ̂ "So
a ia Ihfórmidón Pública (LAIP), protegiendo los dates personales de ias partes que intervinieron en el presente

proceso; así conro. datos corifidenctaíes, según, lo-eslábleddo en e) Artículo 6 letras^'a" "f" y, .24 de la LAIP

1, INTERVINIENTES

Denunciante:

Proveedora denunciad^: FASTCO, S.A. de C.V.

II. HECHOS DENUNCIADOS Y ANTECEDENTES

Defensoría
ilelCotisiMiior

TRIBUNAL

SANCIONADOR

Fecha: 21/02/2024 ,
Hora: 09:49 a. m.

Lugar: San Salvador

Referencia:

1270-^22

RESOLUCION FINAL

La consumidora interpuso denuncia en fecha 12/10/2021 (fs. I), contra la proveedora FASTCÓ,

S.A. de C, V. en la que manifestó que ̂e/ c/ía 18/09/2021 adquirió mi paquete de tres camisas talla XS

que incluye los colores negro, gris y blanco, por Un precio ¿le $34: 93, pero al abrir el producto la

camisa blanca tenia una mancha amarilla al frente, por lo que :se presentó el día 02/10/2021 unle el

proveedor y solicitó el cambio de camisa de XS a S, pero le informaron que no tenían falla Sen ningima

sucursal, por lo que solicitó la devolución, informándoíe el proveedor que no procedía brindarle la

devolución, y que lo qué podían hacer era brindarle: una gift, cárd, ya que par poUficas deiproveedor

no se hacía devolución

Según la consumidora, los hecho? descritos^ podrían confígurar la infracción establecida en el

artículo 44 letra k) de la Ley de Protección al Gotisúmidór r-en adelante LPC- que prescribe: /Son

infracciones muy graves, las acciones u omisiohés siguientes: Negarse a hacer la devolución del

dinero, cuando el consumidor haya ejercido el derecho de desistimiento, retracto o reversión de

pagos"; relacionado al artículo' 13- D letra c) de la mistnanormativáique prescribe; "Guando las ventas

dé bienes o servicios sé realicen con proveedores legalmente establecidos en El Salvador mediante

comercio electrónico o cualquier otra modalidad de contratación, los proveedorés de biches o

servicios deberán reversar los pagos que solicite el consumidor cuando: (...) c) .El ohjéto del contrato

no corresponda con lo solicitado, o resulte dejectiioso; .

SesigLiió el procedimiento respectivo en el Centro de Solución de Controversias del a Defensoría

del Consumidor-en adelante CSC- para la implementación de Jos niedios alternos de solución de

controversias, sin que la consumidora y la denunciada pudieran llegar á ningún¡acuct'do conciJiatóno,

por incompárecencia reiterada de la proveedora, razón por la que el expediente fue certificado a este

Tribunal en atención a lo regulado en el artículo 1 12 de la LPC, y posteriormente se inició el presente

procedimiento administrativo sancionatorio mediante resolución de las; nuCve horas con cincuenta

minutos del día 08/i 1/2023 (fs. 26-27).
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ÍIl. PRETENSION PARTICULAR

La corisumidora solicitó "que se le reintegre el morito de $34}93 ya qm el producto se encuentra

averiado. Base legalArtikulo l3-4D literal¡c)\:tílíterálÍ^y MB mcisoftnal deh Ley de Brpteeción al

Con.suiniddr, y artículos 7/ y 150 de lá Ley de.FrocediM

IV. INERAGCIÓN ATRIBUIDA Y ELEMENTOS DE LA INERACGlON.

A. Infracción aíríbüida.

Según sé consignó en el aiitó de inició (fs. 26^27), a la proveedora denunciada sé le irnpütó la

supuesta comisión dé; la intíacGlón muy grave éstablécida en el artículo 44 letra k) de la LPC que

prescribe; '■Negarse a hacer la devolución del dinero, cuándo el consutnidor haya ejercido el derecho
de (...) reversióddepagós y reliacionada Gón la obligación para jos proveedores i^gülada en él artículo
13-D letra c) dé- la Citada ley: "Cuánda las yehtas dé bienes d seiyicios se realicen con proveedores

légülmente éstdblécidús én El Salvador rnediañt& cérnercíó elecdrónico o ctMquier otra inodálidad de
contratación, los proveedores de bienes o servicios deberán reversar los pagos que solicite el
consutnidor cuando: (...) v) El .objeto del contrato no corresponda con lo solicitado, o resulte
defectuoso;

Para el análisis de la iinítacción regulada en el artículo 44 letra k) de la LPC^ eú relación a la
reversión de pagos, es preciso partir de lo consignado eri el artícuío 13-D dé la LPCi el; cuál consigna
expresamente él; derecho dé reverSiGn de pagps que ampara al consumidor en las contrataciones
celebradas en él eOmércio electrónico.

La Asarnbleaóeneral de las NaciGnes Unidas en sü resolúeión VÓ/lSy del 22/12/2015, consideró
que el .cómercio eleetrómco "ha cdbrado cada'^e.i. más itnpór.ldncia para los Cóñsuñúdoresde todo el
mundo y que lasoportimidades que ofrece deben aprovecharse para contribuir afacilitar eldesarrollo
y el crecimiento económicos sobre la base de las nuévas tecnologías de red con cómpútadóras,
ieléjámQS'móvíles y .dispos conectados que promueven el hiene.star de los consumidores ". Las
Directrices de las Naeiones Unidas para la Próteeéióri del Gónsumídor, que fiaeron revisadas en 2015,
tienen una sección especinca sobre el comerció electrónico y establecen que los Estados Miembros
"deben esfórzarseporfdtbentárla confianza dé los ConsiimidoresenelcomercióelectrónicOi fhediáníé
la jbrmUlación Constante de políticas dé protección del consumidor tránsparentes y 'eficaces, que
garantieén un gnadó ele protección ¿]ue no sea inferior al otorgado en otras jbfmds. de jcoméreio ".

En nuestra legislación, Ja reversión del pago se desarrolla priñcipalmente-pefo hó exclusivamente-
eñ el contextó de las relaeiones de consumo efectuadas en el comercio ejeetrónicó (e-commerce). Esta
modalidad de contrátaeion "se refiere a todas las transacciones Comerciales realizadas o basadas en
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sistemas eleclrótvcos ck procesatnienío y trammisión de información"' incluido el intercambio de

információil digitaiizada entre organizaciones, individuos'o ambos para establecer una transacción

comercial, lo que implica e| intercambió de dinero y el retorno de un producto o servicio, cuando medie

entre estos un pago, dicha modalidad de práctica cornercia! abre el mercado,a un contexto sin fronteras

y sin barreras ciaras, al que .el consumidor puede acceder desde cualquier lugar del globo y realizar

transacciones sobre productos ubicados en otro lugar del planeta. Pero a GOntrapartida de la facilidad

de acceso a bienes y servicios de la más diversa naturaleza, le podría colocar en una situación de

indefensión frente a las proveedoras ante un eventual reclamo, por lo cual es necesario regular dichas

relaciones comerciales a efectos de evitar-abusos en la relación de consumo.

Sin embargo, el ejercicio del derecho a reversión de pagos, el cual supone la devolución total del

dinero que el consumidor erogó, previa comprobación dé presupuestos determinados, dicha obligación

recae en todos los participantes del proceso de pagó, cuando el consumidor lo solicite. Según la LPC,

existen situaciones generales en las cuales el Gon.sumidor podrá reversar la operación, circunstancias,

establecidas en el artículo 1,3-D de la LPC, el Cual señala; "Cuando las venias de bienes o serviciós se

realicen con proveedores legalmente establecidos en El Salvador mediante comercio electrónico o

cualquier otra 'módaíidad de contratación, los proveedores de bienes o servicios debercin reversar los

pagos que. solicite el consumidor cuando:

a) Ejerza su derecho de retracto;

b) Elproducto adquirido no haya sido recibido^ o el servicio contratado no haya sido prestado;

c) El objeto del contrato no corresponda con lo solicitado, o resulte defectuoso; y

d) Exisían. errores en el cobro de las transacciones porjalíás en los sistemas de pago de tercero.s.

El plazo para aplicar la reversión del pago será de 15 días desde, la fecha en que el consumidor

presentó ,su reclamo (,.. j

La reversión de pagos, así regulada en el artículo 13-D letra p) de la LPC, se encuentra delimitado

a ciertas condiciones:

I") La existencia dé un intercambio de dirieró y cl fetórnó dé un próducto O servicio, entre partes

que pueden no encontrar,se presCntesi (para el casó específico dé la contratación mediante comercio

electrónico). Dicha transacción se perfecciona y Obliga a los contrátantes a partir del mólnentó en que

se produce el consentimiento o encuentro de ambas; voluntades a través de la oferta y la aceptación.

' REMOLINA AÑGARÍTA. Neísón. iOcsmaleriáli'acióti, dúcuinenta titecirónico.y cemrcdas, de riesgp. .Fin: tuternui; comercio
electrónico, & telecomunicaciones, Bogotá: LegLV Universidad de los Andc$,:Grüpó de'E.stúd¡o.s en inlérnél. COmcrció
Electrónico, 'í'clecoiinunicacionc.s c Inromiáiica (gccli), 2002, p; 4-45:



dicha acéptacióñ puede realizarse mediante mensajes de datos telemáticamente, constituyendo el final

del proceso negociador.

La oferta es una declaración por la que una de las partes manifiesta a la otra su voluntad firme y

definitiva de obligarse en determinadas condieionós, en caso,de que la propuesta sea aceptada. Por. su

parte, la aceptación es una declaración por la que el, destinatario de la oferta manifiesta su voluntad

-firme y definitiva de obligarse frente ai oferente en los mismos términos propuestos por éste. La

aceptación ha de ser siempre una declaración pura y simple, coincidente en todos sus términos con la

oferta.

2°) La entrega del bien o la prestación del servicio queda sujeta a una condición suspensiva. Las

partes de común acuerdo, y dada la naturaleza del comercio electrónico documentarán la decisión que

la entrega del bien o la prestación del servicio a la que está obligado el proveedor en la relación

contraptüal, queda suspendida hasta el acaecimiento de una fecha, en la que en un determinado lugar

deberá cumplir con la prestación objeto del contrato, quedando así el proveedor después de ,1a entrega

del bien,,o prestación del.servicio, como cumplidor de su obligación contractual.

Es importante resaltar que los contratos celebrados por medios electrónicos tienen una ventaja

signincativa, en el entendido que al hacer uso de la red, se ;pbtiene una reducción en los costos

empresariales; sin embargo, al tratarse de transacciones no presenciales, resulta lógico que deba existir

un nivel de protección equivalente al que rige en las transacciones tradicionales, en donde consumidor

y proveedor se encuentran negociando los términos de la contratación, físicamente presentes.

Entonces, én el contexto de la LPC, la reversión de pagos es la posibilidad libre y unilateral que

tiene el consumidor de dejar sin efecto la transacción, porque así lo reconoce la ley, para que los

consumidores actúen en caso que el producto o servicio adquirido por medios electrónicos, no sea

recibido; que el producto entregado no corresponda a lo .solicitado o sea defectuoso; o en caso que el

proveedor realice cobros que no corresponden a lo pactado debido a fallos en las pasarelas de pagos o

fraude realizado por terceros; poniendo a su disposición, medios jurídicos que le permitan filtrar el

contenido de los sistemas de comunicaciófi o acudir a la Defensoría del Consumidor; regulación

sumamente importante no solo para consumidores, sino también para proveedores, que pretenden

comercializar a través de lá web.

Finalmente, la citada normativa requiere que el consumidor debe interponer su reclamo de

reversión de pagos dirigido al proveedor, quien cuenta con un plazo de 15 días desde la fecha en que

el consumidor presentó su reclamo, para aplicar la reversión del pago. En caso de negativa o silencio

por parte del proveedor, el consumidor podrá dirigirse directamente a la Defensoría del Consumidor,



á interponer su denuncia, anexando el comprobanté de presentación de* su reclamo de reversión de

pago, como un requisito de procesabilidád de su denuncia.

3) Dado qué la reversión, como mecanismo para la devolución del dinero bajo los presupuestos de

la letra c) del art; 13-D, se traduce en un derecho a favor del consumidor, resulta importante señalar

que este derecho aplica cuando el.objeto del. contrato hO corresponda con lo solicitado o cuando resuIta.

defectuoso, y Ja devolución del dinero tiene determinadas prerrogativas; a) Debe ser íntegra, es decir,

debe corresponder á! precio de venta del bien y. debe ser libre de gravámenes, de modo que el proveedor

o el productor no podrán a su arbitrio descontar costos operativos u otros aduciendo el ejercicio del.

derecho; y b) Debe ser independiente de los costos, o gastos conexos.

Sobre este punto, en la normativa del derecho de desistimiento y retracto se establece que, cuando

el consumidor decida hacer uso de alguno de estos mecanismos para resolver el contrato y solicitar

reintegrar el dinero, será este quien asuma un poreentaje -cuyo cálculo no puede ser superior al interés;

mercantil vigente- debido a los costos y gastos administrativos propios de la contratación, situación

que resulta lógica én el entendido qué es él consumidor, quien a pesar de haber otorgado .su

consentimiento se arrepiente, y este arrepentimiento no puede ser soportado por el productor o

proveedor,: cuando este último ha incurrido en gastos-comprobables— estfictámente vinculados a la

eontratación de la que e| consumidor está desistiendo o se está retractando. ,Sih embargo, en la .figura

de la reversión, por ministerio de ley, esta.cargacorresponde al proyeedor de forma absoluta en todos

los casos en que procede la devolución, puesto que en la eontratación electrónica los costos de

producción generalmente son menores, en comparación: a Ja contratación entre presentes.

En resumen, la configuración de la infracción muy grave consignada en é| artículo 44 de la LPC;

"k) negarse a hacer la devolución del dinero^ cuando el consumidor haya ejercido el derecho de (...)

reversión de pagos" supone, en primer lugar, que el cónsúmidor ha decidido no cóntihuár con la

contratación.con el proveedor; en segundo lugar, que el consumidor ha erogado una Cantidad de dinero

en virtud de dicha contratación; y, en tercer lugar, la negativa del proveedor; a entregar al consumidor

la Cantidad de dinero, pagada. Dicha negativa puede darse: á) de forma expresa, por ejemplo

manifestando el proveedor que no existe el derecho á reversión de págos, que no existe eantidad de

dinero qué devólver, qué la cantidad a devolver es distinta a la. Correspondiente según la ley y los

términos de la contratación, rehiise a devolver el dinero que.corresponda, ofrezca productos o servicios

diferentes o adicionales cOmo medio de págo; o, b) de, forma tácita o por omisión, por ejemplo cuando

el proveedor deje de reconocer el derecho a reversión de pagos, no admita su existencia, esquive o

simplemente no responda al consumidor por la solicitud de devolución, correspondiente. De
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comprobarse la comisión de tal infracción, su consecuencia jurídica es la estipulada en el artículo 47

de la LPC, siendo la multa hasta de quinientos salarios minimos urbanos en la industida.

CONTESTACION DE LA PRO\aíEDORA DENUNCTADA

Se siguió el procedimiento consignado en los artículos 143 y siguientes de la LPC, respetando la

garantía de audiencia y el derecho de defensa de la proveedora denunciada, pues en resolución de fs.

26-27 se le concedió el plazo de diez días hábiles contados a partir del siguiente al de la notificación

de dicha resolución, para incorporar por escrito sus argumentos de defensa y que presentara o

propusiera la práctica de pruebas que estimara convenientes, la cual le fue notificada a la sociedad

denunciada en fecha 30/1 1/2023 (fs. 29).

Por otra parte, en virtud del auto de apertura a pruebas, se le concedió a los intervinientes el plazo

de ocho días hábiles para incorporar por escrito sus argumentos ele defensa y que presentaran o

propusieran la práctica de pruebas que estimarán convenientes, mediante el acta de fs, 31, se consignó

que se realizó notificación.del auto que antecede (fs. 30), de conformidad-ai artículo 101 de la Ley de

Procedimientos Administrativos -en adelante LPA.

Habiéndose seguido el procedimiento consignado en el artículo 145 y siguientes de la LPC,

respetando la garantía de audiencia y el derecho de defensa de la proveedora FASTCQ, S.A. de C.V.,

pues en resoluciones de fs. 26-27 y 30 se le concedió el plazo de diez y ocho días hábiles,

respectivamente, contados a partir del siguiente al de la notificación de dichas resoluciones, para que

presentara por escrito sus argumentos de defensa y presentara o propusiera la práctica de pruebas que

estimara conveniente; sin embargo, la referida proveedora no hizo uso de su derecho de defensa ni

presentó prueba alguna a su favor.

VI. VALORACION DE PRUEBA/HECHOS PROBADOS

A. Deconforniidad con los artículos 146 de la LPC y 106 inc. 3° de la LPA, las pruebas oportunas,

pertinentes y conducentes aportadas en el procedimiento, serán valoradas conforme a las reglas de la

sana crítica; a excepción de la prueba documental, la cual se realizará confonne al valor tasado de la

misma en el derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Constitucional en la resolución final pronunciada en el proceso

acumulado con número de referencia 23-2003/41-2003/50-2003/17-2005/21-2005, de fecha

18/12/2009, en lo que concierne al valor tasado de las pruebas mencionó: "Cuando la 'uHUzúción' dé

¡a máxima de experiencia viene predeterminada por ¡a norma procesa!, hablamos del sistema de

valoración denominado prueba tasada o tarifa legal; és decir, en la prueba tasada o tarifa legal, lo

que hace el legislador es proveer una de las máximas que deben integrarse al razonamiento probatorio



del Juez, como la premisa nuiyor del silogismo fimdameníal sobre cada ̂  de prueba (... ) el

legislador señala una lista de medios de prueba y a cada una le asigna un determinado y preciso

valor probatorio -certeza objetiva-; es decir que, en este, caso, ümpárádo en la Seguridad Jurídica, el

legislador deíehnina previamente la máxima de experiencia, amqtte con distinta fuerza dependiendo

de la prueba de que m trate''. (Los resal tados son n uestros).

Dicho esto, el art. 106 Inc. 6° de la LLA dispóné: "Los documentos formalizados por los

Juncionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y en los que, observándose los requisitos

legales correspondientes se recojan los hechos constatados por aquellos, harán prueba de estos salvo

que se acredite lo contrario ".

Además, el artículo 341 del CPQM deterniina el valor probatorio de los instrumentos^ así: ''Los

instrumentxfs públicos constituirán prueba fehaciente de los hechos, actos o estado de cosas que

documenten; de láfechá y personas qtie intervienen en ei mismo, cm corno del fedatario o funcionario

que lo expide. Los instrumentos privados hacen prueba plena de su contenido y otorgantes, si no ha

sido impugnada su autenticidad o ésta ha quedadó demosirada. Si no quedó demostrada tras la

impugnación, los instrumentos .se valorarán conforme a las reglas de la sana critica". (Los

resaltados son nuestros).

Fiñalmenté, el artículo 63 del Reglamento de la.LPC, viene a reforzar }o estipulado en el derecho

común alestablecer: Lcrs actas mediante las cuales los funcionarios de la Defensor la hagan constar

las actuaciones que realicen, haránfe, én tanto no se demuestre con prueba pertinentey suficiente sü

inexactitud o falsedad. El niismo valor probatorio tendrán los irífbrrnes y otros documentos que emitan

los funcionarios y empleados de la Defensoría, en el ejercicio de .sus funciones.

Así, este Tribunal valorará la prueba de conformidad a los métodos aceptados en el ordenamiento

jurídico para posteriormente determinar si en el presente procediiniento se ha configurado la comisión

de la infraceión regulada en el, artículo 44 letra k) de la LPC.

B. En,él presente expediente, se incorporó prueba dócumentaí por parte de ta consumidora, siendo

la siguiente:

i. Fotocopia de ticket de compra número , de fecha T8/09/2021, a nombre de

la proveedora FASTCO, S.A. de C,V. (fs: 4 vuelto, ,5, y 6).

ii. Fotocopia de voucher, de fecha 18/09/2021,.por la cantidad de $34,93 (fs. 4 vuelto).

VlT" ÁTTaLISIS de LA CONFIGURACIÓN DE LA INFRACCÍÓN

Al respectó, éste Tribunal Sancionador deberá analizar—en el caso en.particular-, en primer lugar,

que la consumidora ha realizado una compra; en segundo lugar, que la consumidora ha pagado el
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precio total de contrato o al menos una parte del mismo; y, en tercer lugar, la negativa de la proveedora

-de forma expresa o tácita- a entregar a la consumidora la cantidad de dinero eorrespondiente.

A, Así, con base en los elementos probatorios señalados en el romano VI de la presente resolución,

ha quedado comprobado:

1. La relación de consumo existente entre la consumidora y la proveedora denunciada (fs. 4

vuelto),

2. Con el voucher de fecha 18/09/2021 (fs. 4 vuelto) se acredita el total dé dinero pagado por la

consumidora en concepto de compra de las camisas objeto de reclamo ($34.93 dólares).

3. Que posterior a la compra del producto, la consumidora efectivamente interpuso reclamo a la

proveedora de manera presencial en su tienda ubicada en : , pero nunca

obtuvo respuesta o solución al mismo. Mediante tal medio de interposición del reclamo (tal como

consta en la denuncia de fs. I), se demuestra que la consumidora, efectivamente, ejerció su derecho de

reversión de pagos, así como la hegativa de la proveedora, en forma expresa, a devolverle el dinero

por un producto entregado que resultó defectuoso,

B. Conforme a los hechos probados, resulta necesario para este Tribunal, establecer en primer

lugar si el producto contratado no correspondía a lo solicitado, o resultó defectuoso, para

posteriormente determinar si la consumidora tenía derecho a solicitar la devolución de lo pagado o no.

L En e| presente caso, nos encontramos ante una contratación realizada de forma presencial, en la

cual la cónsumidora compró de contado a la proveedora un paquete de 3 camisas con ticket de compra

número , en fecha 18/09/2021.

De lo anterior, se extrae que el objeto de la contratación es por una parte que la proveedora se

obligaba a entregar un paquete de camisas en buen estado y la consum idora también esperaba la entrega

de dicho producto en buenas condiciones, por el cual pagó la cantidad de $34.93 dólares, según ticket

de compra de fs. 4 vuelto.

Este.Tribunal concluye entonces, que en el presente caso el bien contratado resultó defectuoso,

por lo que la consumidora comunicó a la proveedora su voluntad de dejar sin electo la contratación y

su solicitud de la devolución de los $34.93 dólares pagados en virtud de dicho producto.

2. En concordancia con lo anterior, y al haberse determinado que el producto adquirido por la

consumidora resultó defectuoso, por lo que.ésta comunicó su deseo de dejar sin efecto la contratación

a la proveedora, se concluye que sí nos enfrentamos a hechos que encajan dentro de lo regulado

por el artículo 13-D letra c) de la LPC que dispone: "Cuando las ventas de bienes o servicios se

realicen con proveedores legalmenle establecidos en El Salvador mediante comercio electrónico o



cualquier otra modalidad de contratación, los jyroveédóres de Ñeñes o sei-vicios dieran reversar los

pagos que. solicite el consumidor cuando: c) EL objeto del contrato- no corresponda con lo

solicitada, oresulle de/ectitoso; y a la señora sí le asistía sii derecho, y

que fue ejercido de manera presencial habiendo recibido una respuesta desfavorable de lá proveedora.

G Al establecerse:que la consumidora estaba facultada por ley para ejercer su derecho de reversión

de pagos, la proveedora sí estaba en la obligación de devolverle la cantidad de dinero pagada por un

producto que resultó defectuoso. No obstante, en el presente expediente la proveedora no acreditó con

prueba alguna, de haber hecho efectiva la devoíiición del dinero a la consumidora dentro de los quince

días posteriores a que ésta manifestó su:dereehp de.reversiónde pagos.

D. Es preciso mencionar también, que el presente caso se inició bajo la presunción regulada en el

artículo 1 12 inciso 2'-' de la LPC —^lós -hechos expresarñehte mániféstados por la consumidora en su

áonumia se presumen ciertos— y le correspóndíá a la proveedora denunciada la labor de aportar la

docurnentáción útil y pertinente qué respaldara la devolución efectiva del dinero que la eonsumidora

pagó por un producto que resultó defectuoso, y así desvirtuar la presunción legal que ópera en su

contra. Y es que, no puede obviarse que hay eiertos elementos de;pruéba, que solo pueden incorporarse

si son aportados necesariamente por el supuesto infractor, por estar exclusivamente bajo su disposición

y resguardo, copio en el presente caso; no obstante, la proveedora, no presentó ningún tipo de prueba,

a pesar de que se le brindó la oportunidad de aportar los elementos de prueba que justificaran, alguna

Causa válida que le impidió realizar la devolución de lo pagado por la consumidora en la misma

naturaleza que fue pagado, es decir con dinero de curso legal (no en bonos o vales de descuento que

solo pueden utilizarse con la misma proveedora), o en su defecto qíie el dinero pagado por la misma,

ya había sido devuelto, conforme a lo contratado y desvirtuar así la presunción del artículo, 112 inciso

2? de la LPC.

E. En consecuencia, esta autoridad considera que existe responsabilidad de la proveedora por el

cometimientO de la infracción que se le imputa a| "A'Ó.go/'Se a hacer la devolución del dinero, cuando

el consumidor haya ejercido el derecho de reversión de pagos " y efectivamente se configura el

ilícito establecido en el artículo 44 letra k) de la LPC, resultando procedente imponer |a sanción

cóiiformeel artículo 47 de la misma ley,

G.Ahora bien, el principio de culpabilidad está reconocido por el artículo 12 de la Constitución

de la República, que prescribe; «[tjoda persona a quien se impute un delito, so presumirá inocente

mientras no se prüebe su culpabilidad conforme a la ley y en jjiicio público, en el que se le aseguren

todas las garantías necesarias para su defensa», disposición qiíé es aplicabíé iio: so|p; en el ámbito
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penal, sino además en el adminislrativo sancionador (sentencia de inc. 3-92 Ac. 6-92 de la Sala de lo

Constitucional, doce horas del 17/12/1992).

En este sentido, la. Sala de lo Constitucipnal respecto al principio de, culpabilidad en materia

administrativa sancioríadora ha expresado quQ «[ejlprincipio de culpabilidad en ecía materia supone

el destierro de las diversasformas deresporisabilklad objetiva, y rescata la operatividad dé dolo y la

culpa cómo formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la máxima de una responsabilidad

personal por hechos, propios, y de forma correlativa un deber procesal de la Administración de

evidenciar.esíe aspecto .subjetivo .sin tener que utilizar presunciones legislativas dé culpabilidad, es

decir, que se veda la posibilidad de una aplicación automática de las sanciones únicamente en razón

del resultado prodiicidos (sentencia de Inc. 18- 2008 de Sala de lo Constitucional doce horas veinte

minutos del 29/04/2013).

Cabe destacar que una de la sub-cafegorías o corolarios del principio de culpabilidad, es la

responsabilidad por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita como se denomina en la doctrina

administrativa sancionadora. Este principio implica que la sanción únicamente puede recaer a quien

en forma dolosa o culposa ha participado en los hechos que conllguran una acción ilícita; así lo expone

Nieto al referir que «fejl gravamen que la sanción representa que solp.podrá recaer sobre aquellas

[personas] que han participado de forma dolosa o culposa en los hechos constitutivos de infracción.

Por lo tanto, no es posible exigir responsabilidad por la .sola existencia de, un vinculo personal con el

actor o la simple titularidad de la co.sa o actividad en cuyo marco se produce la infracción. La

exigencia de individualización de la sanción supone un veto a la re.sponsahilidad objetiva» [Nieto,

Alejandro, Derecho Administrativo Sancionador, quinta edición totalmente reformada, Madrid.

Editorial Tecnos, p. 329, 2011]. En este orden, conforme al principio de culpabilidad solamente

responde el administrado por sus actos propios, de este modo, se repele la posibilidad de construir una

responsabilidad objetiva o basada en la simple relación causal independiente de la voluntad del autor.

En congruencia con lo expuesto, en el Derecho Administrativo Sancionador, debe respetarse el

principio de culpabilidad, de tal suerte que el elemento indispensable para sancionar un actuar, es la

determinación de la responsabilidad subjetiva. (Sentencia emitida en el proceso 90-2014 por la Sala

De lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, a las catorce horas cincuenta y uno

minutos;de} 24/10/2019).

En relación con el tema de la responsabilidad subjetiva de la proveedora denunciada, este Tribunal

considera necesario analizar si el sujeto ha obrado dolosa o cuando menos culposamente; es decir, que

la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a imprudencia o negligencia del sujeto. Por
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tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad constituye una condición para la configuración de la

conducta sancionable.

En eóncordancia con lo anterior y para, el presente caso en espeéítlco, el grado de intencionalidad;,

sé concluye que la proveedora FASfCO, S.A. de e.V., actuó con mgligencia grave, debido a que

consta en el expediente que tuvo conocimiento det deseo de la consumidora de ejercer su derecho de

reversión de pago, de forma presencial (fs. i); y a pesar de ello, no realizó ninguna acción qué

garantizara la devolución efectiva del dinero pagado por la consumidora en moneda de curso legal, es

decir en la misrña naturaleza de intercambio que la consumidora pagó por la adquisición del producto

objeto de la controversia, en transgresión a las disposiciones de la LPC ya citadas, y además

ocasionándole así un menoscabo económico, a-la denunciante.

Vm. PARAMETROS PARA LA DETERMINACION DE LA SANCION

Como se expuso en; los acápites precedentes, se ha comprobadó fehacientemente la comisión de

la infracción muy grave regulada en el artículo 44 letra le) de la LPC, y es procedente la imposición de

la sanción,prevista en el artículo 47 LPC, según los parámetros establecidos en la ley en mención.

Así, el artículo 49 de la LPC establece los criterios para la,determinación de la multa, siendo estos:

tamaño de ia empresa, el impacto en los derechos del consumidor;, la naturaleza del perjuicio causado

o grado de afectación a la vida; salUd, integridad, o pátrimonio de los consumidores, el grado de

intencionalidad -dolo o culpa- con lá que procedió el infractor, el grado de participación en.la acción

ü omisión, cobro indebido realizado y las circunstancias en que ésta se cometa, la reincidencia o

incumplimiento reiterado, según sea el caso.

A continuación, se concretará cada uno de ellos, en lo aplicable al presente caso;

a. Tamaño de la empresa.

Según la Ley de Fomento, Protección y Desarrollo de la Micro y Pequeña Empresa (ley Mype) en

sU artículo 3 define a las micro y pequeñas empresas de la siguiente manera: "Micwempresa: Persona

naliiral o jurídica que opera en los diversos sedares de lü economía, alrúvés de-una unidüdficoriómica

con im nivel de ventas bimias anuales hasta 482 sdlarios mínimos mensuales de mayor cuanliay hasta

10 trabajadores. Pequeña Empresa:. Persona natural o jurídica que opera en los diversos sectores de

la economía, a través de una unidad económica con un nivel de venías brutas anuales mayores a 482

y hasta 4,817 .salarios mínimos mensuales r/e mayor cuantía y con un máximo de ,50. trabajadores

A partir de la lectura del expediente administrativo, no es posible encajar a la proveedora

FASTCO; S.A. de C.V. en ninguna de las categorías antes citadas, por no contar este Tribunal con la

documentación financiera requerida para efectuar dicho cálculo, pese a haberse solicitado con
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anterioridad según consta en la resolución de inicio del procedimiento sancionatorio de mérito (fs. 26-

27).

Es decir, en el presente procedimiento administrativo sancionador la proveedora ha mostrado una

conducta procesal que evidencia el incumplimiento de su deber a prestar la colaboración que le es

requerida,para el buen desarrollo de los procediraientos (artíciilo 17 número 5 de la l .PA), por haber

omitido presentar la información financiera solicitada por esta autoridad sancionadora.

No Obstante lo anterior, cabe menciohar, que este Tribunal ha tenido acceso además a información

de carácter público del Ministerio de Hacienda, Dirección General de Impuestos Internos, en la que la

proveedora, denunciada se encuentra clasificada como mediano contribuyente, por lo que para los

efectos de la cuantifícaclón de la multa así será considerada.

h. Impacto en los derechos del consumidor.

En el presente caso, con la comisión de la infracción administrativa por parte de la proveedora

denunciada consistente en negárse a devolver las cantidades de dinero cuando la consumidora ejerció

su derecho de reversión de lo pagado—articuló 44 letra .k) de la LPC—, se ocasionó una afectación a

la esfera jurídica de los derechos de la consumidora, que no pudo ejercer su derecho a la reversión de

pagos confornie a lo establecido en el artículo 1.3-D letra c) de la LPC, disposición que era aplicable

para los hechos analizados en la resolución de mérito.

c. La naturaleza del perjuicio causado o grado de afectación a la vida, salud, integridad o

patrimonio del consumidor.

La conducta infractora de la proveedora, ocasionó un perjuicio económico a la consumidora, en

razón de que esta erogó la cantidad de $34.93 dólares según ticket de compra, nionto que fue pagado

de contado por la consumidora. Lo anterior supuso además, no sólo la disminución en el patrimonio

de la consumidora que pudo utilizar para otros propósitos, sino también perdió la posibilidad de

eventuales beneficios económicos derivados de la referida suma.

Por otra parte, la infractora al obtener el pago por la adquisición del producto acrecentó su

patrimonio y adquirió las ventajas del dinero pagado en concepto del precio del producto, en perjuicio

de la consumidora pues el producto entregado resultó defectuoso, por lo cual decidió no continuar con

la contratación,

d. Grado de intencionalidad -dolo o culpa- con la que procedió la infractora.

Este Tribunal considera este elemento en el sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o,

cuando menos, culposamente; eS'decir, que la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a

imprudencia o negligencia del sujeto. Por tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad constituye
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una cóndición para la.configuración de ía conducta saneionabie. En ese sentido, en reiteradas ocasiones

se ha establecido a través de sus resoluciones conforme a.lo dispuesto én el artículo 40 inciso segundo

de la.LPC, ciLie las infracciones administrativás son 'sancionables, aún a título de simple negligencia o

descuido.

En el caso de mérito, la LPG instaura la obligación de ía proveedora de efectuar la.devolución del

dinero, cuandp el consumidor haya ejercido su derecho de reversión de pagoSi tanto el artíeulo Í3-D

letra c): "Cuando las ventas de bienes o servicios se reaiieen coñ,proveedores iegaimenle esíahiecidos

en Ei Salvador mediante comer cío electrón ico p cuaiqiiiér Otra modalidad de coníraiación, ios

proveedores de bienes o servicios deberán reversar ios pagos que solicite el consumidor cuando: (,...)

c) Ei objelp del contrato no corresponda con lo solicitado, o resuile defectuoso; 's no obstante, como

ya se ha mencionado, ía proveedora ño atendió dichp mandamiento legal, ni esgrimió alguna e.ximente

válida.

De lo anterior se desprende que la referida sociedad es fesponsable de adoptar las .medidas

necesarias a. efecto de dar cumplimiento a las obligaciones que impone ía citada normativa. No

obstante, del análisis de los iiechos y documentació;! agregada al expediente, este Tribunal determinó

que la prpyeedpra FÁSTCO, S,A, de C.V. sctuó cpñ negiigénciü grave, pues teniendo'cónQcimientp

de que la Consumidora ejerció su derecho de reversión de pagos, no atendió dicha solicitud, nlefectuó

la devolución del dinero.

é. Finalidad inmediata o mediata perseguida mn ¡a imposición de ¡a sanción.

Mediante la imposición de la multa, este Tribunal pretende causar un efecto disuasivo^ en la

infractora FASTCO, S.A. de C.V., qUÍeñ ha cometido la infráeción descfita en eí artíciiip 44 letra k)

de la LPC,con el fin de eVitar futuras conductas pfohibidás en detrimento de los consumidores.

Por consiguiente, para la determinación y cuántifieáción dé ía multa procedente, este Tribunal

debe prever que, en eí caso concreto^ la comisión de la conducta, infractorá no resulte más ventajosa

que: asumir la sanción,cofrespondiehte, como consecuencia de ja misma.

IX. DETERMINACIQIS DE LA SANCION Y CUANTIFICACION DE LA MULTA

Tal como se expusp en el apartado Vlí de esta resolución, la proveedora FASTCO, S.A. de C.V.,

cometió la infracción muy grave regulada en el aFtículó 44 letrá: k) de la LPG, a! negarse a devolver el

" "(...) süociótt ad/nínísífo/ivd, persipic iiiid finaííiUid público poc poi'liíUcI hsíodo, tiue es desiticcoíivot' conditcías llicilo.i,. / o-ón poi lo cuol
no odntite conw fnolivaclón posible un ojón relrihutívo.o favor del particidor inieresodn. En tol sentido, es la.propio Adnilnisírocjón Público ío
encargada dé eslabkcer lo procedencia y nonirokca de-ki sanción a imponer, asi coino la cíianíia, de ser el caso, de modo tal qne cumplo con ¡os
fines públicos antes citados Rcspluci'ó'n [Mnal N» 08-2020/CC2 ciiiilida ei 07/01/2020 ponía Comisión dó P/otccción. al Consumidor N'C Sede
Central do! Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y dc la l'roteceión de la Propiedad Intelectual, de Perú.
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dineio cuando lá consumidora ejerció él derecho défreversión de pagos; y 'de acuerdo; al aftículo 47 de

la LPGi lasiñtracCipnes calificadas como miiy graves se sancionarán con multa hasta de 509 salarios

mínimos rnensualeSiUrbanos en la irídustria.,

Conforme al análisis antes expuesto, considerando los prineipios de disuasión, proporciórtalidad y

razonabilidad que deben sustentar la imposición de laísanción,;y de conformidadicon lo regüjado en el

artículo il 3? numero 7 de la LPA este T^ribunal: SáhéiOnador ha decidido imponer a la proveedora una

multa dentro dét margen»estipidado pOr-ley como?consecuencia pára: lá comiSiónsdé lás infiráccíonés dé

tal gravedad.

Al lespectQi es importante señalar qué las sánGiónesén matériá de consurno tienen doble finalidád:

por üp ladOi CQiirégir al que ha realizado la practica ilegal y, por otro, evitar que se siganvcométiendo

conductas prohibidas én detrimento de los consumidóres (carácter disuasivo dé la sanción).

En tal sentido, en el presente caso,: se debe tomar en cuenta el daño que la infractora ocasionó a la

consuinidora por la conducta cometida ($34.93 dólares, según ticketdécoinprá dé fe 4 vuelto), con el

propósito decumplir con laíinalidad perseguida por el législador y con el objéto de establecer el monto

mínimo base que la multa a imponer podría llegan aítener, de niodo que, en el presente caso no podría

sancionarse a la proyéedbra por una suma menor de la cantidad a la que áscfende el presuntó daño

ocasionado a la consumidora.

Por consiguiente y en virtud del impacto én el derecho dé la cOnsurnidOra, la naturaleza del

perjuicio oeasionado o grado; de afectación ni .mii§mb;;($34,93,dólares, según ticket de compra de fs. 4

vuelto), él grado de intencionalidad con la qué^proeédió-la iñfraClorá-Hegi/gcPé/q gravp-^ éste Tribunal

impone a la proveedoin FASTCQ, S.Ái de C.V,, por;la comisión de la infeacGión regulada ert él artículo
44 letja k) de lá LPC, por "Negarsé afealisqr lq dém^ cuando el consumidor haya
ejercido ti derecho de {...j reversión depdgos", Qñ relación COn el artículo iSé-f);léfrá c) de l<t misma

ley, unavmuitá dé 24 sálariosmínimos urbanos en [a industrias eqüivaléntes á la cantidad de OGHÓ

MIL SETECIENTÓS SESENTA dólares DE L0S ÉSTADÓS UNIDOS DE AMÉRICA

($8,760 00) enconeepfedémülta,déáCüéfdOá lOselementGs déííárrGliadGS ampliamente en la presente

resolución.

EstabJecido lo anterior, es meñéster señalar que, la multa impuesta representa el 4,8% dentro del

margen máximo estipulado por ley como consecuencia para la; comisión de tal infracción —500

salarios mínimos urbanos en el seetor industria—r, siendo, a juicio de éste Tribunal, propóréional a la
gravedad que comportán los hechos, según las circunstancias objetivas y subjetivas previamente

analizadas.
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X. líEPOSICION DELA SITUACION ALTERADA

La. CQnsumidGra solicitó en su denuncia que se le reintegre el monto de;$34.93 ya que el producto:
seencuentra averiado. Basefogal Artículo: ÍS-D literal c)v déla Ley de
Protección al Consumidor, y artículos ?] y 150 de la Ley,de-Procedimientos Adrninistrativos;: en raz^
de ello, es necesario señalar lo siguiente: ' ; •
.  i4. Coiicerrtiente a, lá réiJósiciQri/de la. sitüación alterada por la conducta, ¡nfractora:, ía iletmiC) del;
artículo 83 de la LPC, expresamente señala que dentro de las atribucionés de este Tribunal se
encuentra: q), Qrdmar al>irrfractm-, mlús casos de afectación a iritcmsés mdmdtíáléíi, colectivos:
o difiisosr ld reposiciúrf dé Id Mtmcídn dltefadú-pór: la infra a su estado original: Entre la^,
medidas para lograr láMpósición de la sítiiación .alterada ordenarse, la sustitucióri del bien-
la devoÍMCión de lo cobrádoindehidamente o la rebaja del precio

B. Siguiendo el mismo orden de ideaSj la Sala de lo Constitucional -rr^SG—, p®'' "Pedio de sentericía
deFinitivapronunciada en el proceso de amparo;refereñcia 111-2002, séi^'C^Ptarestitución deías
cosas al esiado en que se encontraban antes de la violación, no dt he entenderse únicamente desde él
puntó de Vista físico, sino desde una perspectiva jiirídica-patrimonial, como efeeip directo rde ta
sentenciaestimatoria''é : , -

En eli mísmo sentido; la Sala en rnertcion^i le séntenfeia definitiva dictada ¿ti el prOceso-de amíparQ
referencia 73-2000, afirrna que recóiíocida la. existencia de ítñ agravio en la esfera Jiiridica del
demandafite, la eóriséCmncia lógica es repdfür ef daño, réstaurandó las cosas al estado en que se
encontraban antes dé la ejpeución del actoMolalorio de derechos. Agrega que las sentencias: pueden
tener distmto Garfcter,dependieiido delsoporte jurídico y íaciico de lapretensión,i

De igtial forma, lá'Sala.d GOiitencipso Administrativo, por medio de la senténciá défirtítiva
pronunciada a las diez lioras treinta riiinutos del 19/05/2008, eirel procesó referencia 130-2006, afirmó
que el objeto de la normativa de consumo hace referencia a la protección de los derechos de los
consumidóreSi a efecto de: procurar el equilibrio, certeza, y seguridad jurídica,en Jas reíaeiones de
cohsurnO GQÍi Ibs proveedores.; , ^ ' ;, : ; : , ; , ' '

En respeto al principióle legalidad y con la finalidad de darle curhpliniientD al ártíeüío 101 dé la
COnstituCióny a Ips principios y directrices dé las Naciones Unidas pai^ la protección del consümidóir,
que ante los hechos acaecidos a partir de la fecha de entrada en vigencia de la LPC reformadav y antei
una eventual resolución definitiva estimatoria a la pretensión de los consuntidores,, este Tribunal esta
obligado por leyi'á ordenar la reposición de la situación alterada por la infracción, según lo dispuesto
en el ártíeuloíSS letra c) de la LPC. ;
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C. Conforme ál ártíciílo 4 letras é) e i) de la LPG la titularidad de los derechos a adquirir los bienes

o servicios en las condiciones o términos que el,proveedor ofertó púbiicamerlte, y a reclamar y recibir

compensación en el caso que los productos o servicios sean entregados en calidad, cantidad o forma

diferente de la ofrecida, le corresponde al consumidor como derechos irrenunciables de acuerdo al

artículo 5 de la misma ley, siendo procedente ordenar la reposición de la situación alterada de

conformidad a la pretensión de la consumidora, la cual consiste en que se le reintegre el monto de

$34.93 ya que el producto se encuentra averiado.

Por consiguiente, y en virtud de lo expuesto en el presente apartado, este Tribunal considera

procedente ordenar a la proveedora FASTCO, S.Á. de C.V. la devolución de lo pagado por la

consumidora señora , por la cantidad de $34,93 dólares -según ticket de

compra de fs. 4 vuelto- en concepto de compra de un paquete de 3 camisas, las cuale.s resultaron

defectuosas, y de las cuales la consumidora ejerció su derecho de reversión de pagos.

XI. DECISION

Por tanto, sobre la base de lo anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos 11, 14, 101

inciso 2° de la Constitución de la República; 13-D letra e), 44 letra k), 47, 49, 83 letras b) y c), I 12

inciso 2°, 144 y siguientes de la LPC; 218 y 314 ordinal 1° del CPCM; y 17 número 5, 112, 139 y 154

de la LI'A, este Tribunal RESUELVE: ,

n) Sanciónese a la. proveedora FASTCO, S,A. de C.V. con la cantidad de OCHO MIL

SETECIENTOS SESENTA DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

(S8,76O.0O) equivalentes a 24 salarios mínimos urbanos en la industria —D.E. N° 10 del

07/07/2021, publicado en el D.O. N° 129, tomo 432 del 07/07/2021— en Concepto de multa

por la comisión de la infracción regulada en el artículo 44 letra k) de la LPC, por no devolver

el dinero pagado a la consumidora, señora cuando ejerció .su

derecho de reversión de pagos conforme al análisis expuesto en la presente resolución y con

fundamento en las disposiciones legales precitadas.

b) Ordénese a la proveedora FASTCO, S.A. de C.V. devolver a la señora

. la cantidad de TREINTA Y CUATRO DÓLARES CON NOVENTA Y TRES

CENTAVOS DE DÓLAR DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA (S34.93) -según
ticket de compra de folios 4 vuelto-, en concepto de reintegro de lo pagado por el producto

entregado que resultó defectuoso.

c) Ordénese a la Secretaría de este Tribunal certificar la presente resolución a la señora

para las acciones legales que estime convenientes.
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La presente resolución deberá ser cumplida; dentro de íós diez días hábiles siguientes a la

notificación respectiva, debiendo eoniprobar su acatamiento a este Tribunal dentro del plazo

indicado. La multa impuesta deberá hacerse efectiva en, la pirccción Generarde Tésoreríá

del Ministerio de Hacienda, dentro del, referido plazo; caso contrario, la Secretaría de este

Tribunal cerfitícará la presente resolución para ejecución forzosa conforme a los

procedimientos comunes.

d) Hágase del conocimiento de los intcrvinientes que, en cumplimiento al artículo Í04.de la LPA

y de cQnfofmidad a los.artículos 132 y 13,3 de la misma ley, la presente resolución admite

recurso de reconsideración, el cual puede ser interpuesto ante este mismo Tribunal

Sancionador de la Defensoría del Consumidor, dentro del plazo de diez días hábiles contados

a partir del día siguiente a la notificación de la pre'senterresolución. en la dirección siguiente:

7". Calle Poniente y Pasaje ''D" #5143, Colonia Escalón, San Salvador..

e) Notiflqaese.

X

X. ..

José Leoisick Castro

Presidente

/  y í
Josp^Kiya M.éléndez
"d^rer vocal

•luan/Carlos Rainírez Cii^n fuegos
Segundo vocal '

POR LOS MIEMBROS ̂ EÍ TRIBUNAL SANCIONADQIL DE 1.A DEFENSORÍA DEL
CONSUMIDOR QUE LA SÍJSCmBEN. /i f OG/MIP

SecretíuTíf del Tribunal SanclOhador
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